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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 458/2020-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: 
**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.  
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., dos de octubre de dos mil veinte.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 458/2020-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintitrés de julio de dos mil veinte, se tuvo a  **********demandando por sus propios derechos, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

AUTORIDAD DEMANDADA: 

- Subdirectora de la Dirección del Registro Público de la Propiedad. 
ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas con treinta minutos del veintiuno de septiembre de dos mil veinte, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que fueron formulados por la parte actora, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado.

********** 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja ********** de este expediente, documento al que es de otorgarle valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.

  TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.
Suscribe la demanda ********** demandando por sus propios derechos la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 

 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que el acto impugnado se encuentran dirigido al actor, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio. 

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportaron para tales efectos, el documento que contiene el nombramiento que las acredita como tal, según constancias que obran a foja **********de autos. 

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 12 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 
QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno.  

SEXTO.- El Único Concepto de Impugnación que hace valer el actor es infundado en parte e inoperante por otra  de acuerdo a las siguientes consideraciones legales: 

Dice el demandante que estima violados los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque son incorrectos los razonamientos vertidos por la demandada en el acto que se impugna, en razón de que dice tiene interés jurídico para haber solicitado a la demandada iniciara el procedimiento para cancelar el primer registro del embargo del que se duele.

Es infundado el agravio propuesto por el demandante, al decir que tuvo interés jurídico ante la demandada para haber solicitado el procedimiento para cancelar el primer registro del embargo del que se duele, ya que dentro de los autos del expediente que se resuelve, no existe constancia alguna que así lo acredite.

Si bien es cierto tiene interés jurídico para combatir ********** porque el acto en mención se encuentra directamente dirigido a su persona y  mediante el cual, la demandada le emitió su respuesta en el sentido de que no ha lugar a acordar de conformidad con lo solicitado, no menos cierto lo es, que el interés jurídico con que dice se ostentó ante la demandada, no se encuentra acreditado en este procedimiento, de ahí que no se consideren violados los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como así lo pretende hacer ver. 
Señala que de los artículos 61 y 62 fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro del Estado de San Luis Potosí, fueron interpretados de manera equivocada por la demandada, en virtud de que dice que él, no se ubica en la regla general para pedir la cancelación del embargo ordenado por el Juez Cuarto Civil en el expediente 197/20011, sino más bien, se ubica en el supuesto de excepción que establece el segundo párrafo del artículo 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro de San Luis Potosí, en el que se dispone que se puede solicitar la cancelación del acto cuando dicho acto quede extinguido por disposición de ley “a petición de parte interesada” y que ello lo faculta a pedir la cancelación del embargo por haber operado la caducidad de ese asiento registral.

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario remitirnos a los citados artículos de la norma en comento que en su texto establecen lo siguiente:   

“ARTÍCULO 61. Las inscripciones no se extinguen sino por su cancelación, o por el registro de la transmisión del dominio o derecho real inscrito a favor de otra persona. 

La cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial. Sin embargo, podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción. 

Las anotaciones preventivas podrán ser canceladas sólo por caducidad, por realizarse el registro definitivo, o por cancelación ordenada o autorizada por el funcionario o autoridad competente.” 

“ARTÍCULO 62. Podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos, cuando: 

I. Se extinga por completo el bien objeto de la inscripción o registro; 

II. Se extinga por completo el derecho inscrito; 

III. Se declare la nulidad del acto consignado en el documento, en donde se haya realizado la inscripción o registro; 

IV. Se declare la nulidad de la inscripción; 

V. Sea vendido judicialmente el inmueble que reporte el gravamen en el caso previsto en el artículo 2155 del Código Civil, y 

VI. Tratándose de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito; con excepción del embargo para garantizar el pago de alimentos, créditos laborales y aquéllos que por Ministerio de Ley deban ser ordenados por las autoridades competentes. 
Pues bien, del primer precepto se desprenden las causas por las que procede la cancelación de las inscripciones y que lo son,  por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, pero que también podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer el requisito de hacerse constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial.

También establece que las anotaciones preventivas podrán ser canceladas sólo por caducidad, por realizarse el registro definitivo, o por cancelación ordenada o autorizada por el funcionario o autoridad competente. 

Por su parte, el segundo de los mencionados, establece que podrá pedirse la cancelación en tratándose de un embargo, cuando  hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito. 
Ahora bien, dice el demandante que se ubica en el supuesto de excepción que establece el segundo párrafo del artículo 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro  para el Estado y Municipio de San Luis Potosí, en el que se dispone que se puede solicitar la cancelación del acto cuando quede extinguido por disposición de ley “a petición de parte interesada” y que ello lo faculta a pedir la cancelación del embargo por haber operado la caducidad de ese asiento registral.
Es infundado el agravio en mención, puesto que no existe disposición legal que lo faculte a pedir la cancelación del embargo, en el entendido de que como gobernado, tiene derechos que puede hacer valer ante cualquier autoridad, mas no así facultades como si se trata de una autoridad.

Es cierto que el segundo párrafo del artículo 61 de la citada Ley, dispone que se puede solicitar la cancelación del acto cuando dicho acto quede extinguido por disposición de ley “a petición de parte interesada”.
Sin embargo, aún y cuando el acto de embargo haya quedado extinguido por disposición de ley, lo cierto es que la demandada no puede realizar una cancelación de esa naturaleza a “petición de parte interesada” fuera de procedimiento legal, pues es claro que se violan en perjuicio de quien tiene la titularidad de ese derecho, la garantía de audiencia prevista por el artículo 14 constitucional.

Lo anterior no es obstáculo lo expresado en el aludido artículo 61 de la ley de la materia, en el sentido de que procede su cancelación de un embargo cuando haya quedado extinguido por disposición de ley desde a fecha de tal inscripción, ya que el aludido precepto no autoriza a hacer dicha cancelación sin audiencia de las partes.

Además, dentro el capítulo “De la Cancelación de Inscripciones” de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipio de San Luis Potosí, no existe facultad alguna para la demandada para llevar a cabo cancelaciones de embargos como el que nos ocupa, por lo que entonces, se debe de respetar la garantía de audiencia en favor del interesado en que subsista la inscripción del embargo.

Entonces, no es suficiente con que el entonces peticionario se haya ostentado con ese carácter de “a petición de parte interesada” ante la demandada para obtener una solución favorable a sus intereses, de ahí que no le asista la razón.   
En otro agravio señala que la demandada no analizó ese supuesto de excepción, ya que dice sí tiene interés legítimo para pedir dicha cancelación, ya que como lo manifestó ante la demandada en su escrito recibido **********, tiene el carácter de reembargante por haber realizado el embargo del 50% del bien inmueble ubicado en **********, hecho que dice demostró con la libertad de gravamen.

Es infundado el agravio en mención ya que de una revisión al acto impugnado, se advierte que la demandada llevó a cabo un análisis tanto del citado artículo 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipio de San Luis Potosí, como de las causas por las que consideró improcedente la petición de cancelación del primero embargo como así fue solicitado por el actor.

Particularmente en el apartado relativo a “la petición de la parte interesada”, le fue señalado que “es precisamente quien tenga un interés jurídico en que dicha inscripción sea cancelada, es decir, el propietario del bien inmueble publicitado dentro el **********, es decir, los peticionarios en ese escrito, el cual se encuentra afectado por el gravamen derivado del Juicio Ejecutivo Mercantil ********** promovido por el actor ********** en el Juzgado Cuarto Mercantil. Quedando claro que la parte interesada es precisamente dicho instituto, requisito que no se satisface en el presente”.      

Concluyendo la demandada que “ para el caso en específico, el documento presentado para su inscripción, es decir, el registro de las inscripciones de embargo descrita en su escrito de petición, no exhibió causa alguna que diese lugar a su cancelación al haber sido ordenado por autoridad competente, además, cumpliendo con las formas extrínsecas exigidas por la ley” (F. 14 y 14 VUELTA)  
 En cuanto a lo que manifestó ante la demandada en su escrito recibido el ********** en el sentido de que tiene el carácter de reembargante por haber realizado el embargo del 50% del bien inmueble, no le asiste la razón al actor, ya para efectos de hacer un pronunciamiento al respecto, se hace necesario contar con los elementos de prueba suficientes que acrediten que tiene el carácter de reembargante y que realizó el embargo del 50% del bien inmueble a que se alude.

Sin embargo, el hoy demandante solamente aportó como medio de prueba el acto que impugna, esto es, ********** sin que de dicho documento de desprenda el carácter de reembargante con que se ostentó ante la demandada y que haya realizó el embargo del 50% del bien inmueble en mención, de ahí lo infundado de este agravio.  

Más adelante, refiere que la demandada fue omisa en pronunciarse si en su carácter de reembargante justificó o no su interés legítimo para solicitar la cancelación del primer embargo, ya que dice solo se concretó a decir que únicamente tiene derecho el propietario o el acreedor en el Juicio Ejecutivo Mercantil tramitado por el Juez Cuarto Civil en el expediente ********** y que ese aspecto es indispensable que se analice, pues precisamente con esa personalidad fue que se pidió lo inicio del procedimiento administrativo para cancelar el embargo que pesa sobre la finca antes referida. 
Que sí cumplió con el requisito de interés legítimo para que la autoridad demandada actuara en consecuencia y que en su carácter de reembargante, tiene derecho a solicitar la cancelación del primero embargo, para que de esa manera el embargo que registró y que actualmente aparece como segundo, pase a ser el primero.

Es insuficiente por inoperante el relatado argumento en la forma en que fue propuesto por el actor, puesto que como ha quedado señalado en el agravio que antecede, el actor no proporcionó prueba alguna que haya acreditado ante la demandada que tiene el carácter de reembargante  y que ello le haya generado el interés legítimo que refiere y que con esa personalidad, fue que se pidió lo inicio del procedimiento administrativo para cancelar el embargo que pesa sobre la finca antes referida. 

Ante la falta de elementos de prueba que acrediten sus manifestaciones, esta resolutora no está en condiciones de pronunciarse al respecto, en el entendido de que la base del  pronunciamiento de una sentencia conforme a derecho lo es, las constancias que obren en autos.

Para esos efectos, solamente se tiene el acto impugnado que fue proporcionado por el demandante y del que se desprende que la demandada emitió su respuesta en atención al escrito presentando por el entonces peticionante, mismo que fue recibido el ********** mediante el que solicitó la cancelación del gravamen que refiere en dicho escrito y que pesa sobre el inmueble a que se ha hecho referencia.

En el mismo acto que se impugna, le fue debidamente señalado que una vez hecho el estudio de las constancias que obran dentro de la información registral que se tiene almacenada en la base de datos del Sistema Electrónico con que se cuenta, se encontró que no era posible dar seguimiento  a lo solicitado, toda vez que era necesario realizar las gestiones pertinentes ante la autoridad competente, a efecto de que su petición sea ejecutada conforme a derecho.  
Entonces y ante la inexistencia de otros elementos de prueba que nos lleven a determinar que el actor ostentó el carácter de reembargante ante la demandada y que con ello haya acreditado el requisito de interés legítimo que refiere para que la autoridad demandada actuara en consecuencia, es por lo que se considera que no se está en condiciones de hacer un pronunciamiento a su favor.       

Refiere que es incuestionable la distinción que realizó la demandada para sostener que no tiene interés jurídico, pues dice que ello es un obstáculo para el ejercicio de sus derechos que le nacen en su carácter de reembargante, pues el citado artículo 61 de la ley en comento, le da el medio de oponerse a la morosidad que lo perjudica, sancionando al primer embargante con la cancelación de su embargo por caducidad, concediéndole el derecho de pedir la cancelación del primer embargo por no haberse reinscrito dentro del plazo que establece la ley.

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto es necesario traer a colación el aludido artículo 61 de la ley de la materia que dice:

 “ARTÍCULO 61. Las inscripciones no se extinguen sino por su cancelación, o por el registro de la transmisión del dominio o derecho real inscrito a favor de otra persona. 

La cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial. Sin embargo, podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción. 

Las anotaciones preventivas podrán ser canceladas sólo por caducidad, por realizarse el registro definitivo, o por cancelación ordenada o autorizada por el funcionario o autoridad competente.” 

Como fue señalado con anterioridad, del precepto en mención se desprenden las causas por las que procede la cancelación de las inscripciones y que lo son:

- Por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas y; 

- A petición de parte interesada.

Sin embargo, el hoy actor no se encuentra en ninguna de esas dos hipótesis para sustentar que tiene interés jurídico que le den derechos en su carácter de “reembargante”, además, esa figura no es parte del precepto en mención como así lo pretende hacer ver el actor.
Ahora bien, suponiendo sin conceder que sea cierto de que tiene el carácter de reembargante por haber realizado el embargo del 50% del bien inmueble a que se alude, no menos cierto lo es que con ello no le nace el carácter de parte interesada, ya que la figura de “a petición de parte interesada” deriva de una de las personas a cuyo favor están hechas las inscripciones, las que pueden dar su consentimiento para que dicha cancelación sea llevada a cabo o bien, una de esas partes interesadas, puede solicitar tal cancelación cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción, de ahí que no le asita la razón al actor. 

Dice que el citado ordenamiento, previene que adicionalmente a las partes a cuyo favor se hizo el registro, la cancelación de una inscripción también puede pedirse por “parte interesada”, pero que ese concepto (parte interesada), debe comprender no solo a quien deduzca tener un interés  jurídico, sino a la persona que acredite tener un interés legítimo tutelado por la norma que lo diferencia del conjunto general de la sociedad.
Es infundado el relatado agravio, ya que en el caso en particular, tratándose de un primer embargo, para efectos de llevar a cabo su cancelación, solamente podrá llevarse tal y como lo estipula el aludido artículo 61, esto es por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas tales inscripciones o bien a petición de parte interesada tal y como ha quedado señalado en el agravio que antecede.

Entonces, no es cierto que dicha disposición adicionalmente haga alusión a que esa cancelación de la que se duele, también pueda ser llevada a cabo por quien tenga un interés legítimo, puesto que la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipio de San Luis Potosí, no tutela dicho interés legítimo como así lo pretende hacer ver el demandante.
Dice el actor que partiendo de la base de que sí tiene interés legítimo para solicitar la cancelación del primer embargo por haber operado la caducidad, considera que sí se actualiza la hipótesis prevista en el artículo 62 fracción VI, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro de San Luis Potosí, que establece como regla general que la cancelación del embargo puede pedirse cuando haya transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se ha reinscrito.

Es infundado por inoperante el relatado agravio, puesto que como ha quedado señalado con antelación, el interés legítimo no lo tutela la norma en comento, pero además, no se encuentra acreditado en autos de este expediente,  lo que trae en consecuencia que el actor no se encuentre en  la hipótesis prevista en el artículo 62 fracción VI, de la comentada Ley del Registro Público, ya que aún y cuando haya transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción, la cancelación de dicho registro solamente puede llevarse a cabo por quien tenga interés jurídico tal y como ha quedado señalado en esta resolución.    

Argumenta además que lo aducido por la demandada, en el sentido de que no le compete analizar si puede hacer o no la cancelación del embargo peticionado por ser solamente autoridad ejecutora y que debe respetarse el derecho de audiencia del primer embargante, por así establecerlo el artículo 14 Constitucional.

Que tales argumentos son inexactos, porque la anotación no es constitutiva de derechos, sino declarativa de un derecho que emanó de un procedimiento judicial en el que aquél continúa vigente, por lo que no es factible pedir a la autoridad registral que dé vista al solicitante de la anotación registral del embargo que éste será cancelado (por caducidad), porque además de que dicha anotación solo limita temporalmente la disposición del bien inscrito y la cancelación es solo un asiento más, se está frente a un acto de molestia, ya que no surge a la vida jurídica  derechos diferentes a los actos que dieron origen a la anotación, por lo que en ese tipo de actos no opera la figura de audiencia previa, la cuál es aplicable para los actos privativos, máxime que dentro del procedimiento del que emana el embargo, sí se puede pedir nuevamente su registro ante la autoridad registral.

Dice que considera incorrecto el argumento de la demandada al referir que por ser ejecutora, no puede cancelar el gravamen porque afectaría el derecho sustancial del embargo que se ordenó inscribir por la autoridad judicial, puesto que la anotación de dicho embargo, no es constitutiva de derechos, sino declarativa de un derecho que emanó de un procedimiento judicial en el que aquél continúa vigente, de modo que el registro del embargo, se ubica en los actos de molestia, no privativos, habida cuenta que el primer embargante sabía que ese asiento es temporal por estar sujeta su vigencia al plazo de tres años, por lo cual ese primer embargante tiene la carga procesal de reinscribir su gravamen.

Es infundado el agravio en mención ya efectivamente como fue señalado por la demandada en el acto que se combate, no es ella la autoridad competente para llevar a cabo la cancelación solicitada por ser solamente autoridad ejecutora de acuerdo a lo que establece el artículo 5°de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro  para el Estado y Municipio de San Luis Potosí, que en su parte conducente dice: 
ARTÍCULO 5º. El Registro Público de la Propiedad es un servicio público que consiste en dar publicidad a los actos jurídicos inscritos, que precisan de ese requisito para surtir plenamente efectos contra terceros. 

Además, en la sección Segunda De la Cancelación de Inscripciones de la citada Ley, no existe disposición expresa que faculte a la demandada a llevar a cabo cancelaciones a solicitud del reembargante como así lo pretende hacer valer el actor. 

Por otro lado, del artículo 152  de la ley en comento en el que se establecen las facultades del Director General de Registro Público de la Propiedad y que fue parte del fundamento legal del acto impugnado, no se desprenden facultad alguna para conocer y resolver sobre asuntos relacionados con las cancelaciones de embargo como el que nos ocupa, por lo que para una pronta referencia, se transcribe el citado artículo que dice: 

ARTÍCULO 152. El Director General tendrá las siguientes atribuciones: 
I. Dirigir la administración del Instituto, apoyándose en las estructuras administrativas que disponga su Reglamento Interno; 
II. Encabezar la administración del Instituto, estando facultado para nombrar y remover, libremente, a sus integrantes; 
III. Proponer, a la Junta la estructura que deba adoptar la administración, a fin de que se proponga al Ejecutivo del Estado la expedición de la normatividad respectiva, para que se pueda cumplir con las funciones inherentes al objeto del Instituto;
IV. Crear los manuales operativos de la administración, con base en la legislación y la normatividad propia del Instituto; 
V. Administrar los recursos humanos, materiales y financieros del Instituto, de acuerdo con lo establecido en las normas legales aplicables, y 
VI. Administrar y prestar los servicios inherentes a la integración electrónica de la información de las bases de datos del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado. 
VII. Organizar, integrar y administrar el Registro Público de la Propiedad y la prestación de los servicios inherentes al mismo y al efecto: 
a) Ser depositario de la fe pública registral de la propiedad en el Estado, autorizando con su firma autógrafa o electrónica los registros, anotaciones o certificaciones que se practiquen, para cuyo pleno ejercicio se auxiliará de los directores, subdirectores, registradores y demás funcionarios del Registro a su cargo. 
b) Permitir la consulta de los asientos registrales que obren en el Registro, así como expedir las certificaciones que le soliciten. 
c) Operar el programa informático del sistema registral automatizado, conforme a lo previsto en esta Ley y demás ordenamientos aplicables. d) Ordenar, en su caso, la reposición o restauración de libros, documentos, folios registrales, destruidos o extraviados, de acuerdo con las constancias existentes en el Registro, y las que proporcionen las autoridades, los notarios o quien tenga facultad para solicitarlo.
 e) Designar de entre los funcionarios envestidos de fe pública registral, a quien provisionalmente supla las ausencias temporales de los directores y subdirectores en los casos previstos por esta Ley y demás ordenamientos aplicables.
 f) Designar de entre los directores y subdirectores de las oficinas registrales, a quienes darán apoyo con su firma autógrafa o electrónica en los diversos distritos. 
VIII. Organizar, integrar y administrar el Catastro Estatal y la prestación de los servicios inherentes al mismo, y al efecto: 
a) Remitir para publicación en el Periódico Oficial del Estado, la zonificación catastral que le sea remitida por los ayuntamientos, y de las tablas de valores unitarios de suelo y construcción que sean enviadas al Ejecutivo por el Congreso del Estado. 
b) Suscribir acuerdos de coordinación en materia de catastro con los municipios del Estado, dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como de otras Entidades Federativas. 
c) Apoyar a los ayuntamientos que lo soliciten: en la elaboración de los proyectos de zonificación catastral, elaboración de las tablas de los valores unitarios de suelo y de construcción, asignación de la clave catastral a cada uno de los bienes inmuebles, inscripción y actualización de los bienes inmuebles en el Padrón Catastral Municipal respectivo, determinación de los valores catastrales correspondientes a cada bien inmueble; trabajos relativos a deslindes catastrales. 
d) Efectuar en coordinación con las dependencias y entidades del Ejecutivo Estatal y Federal, los estudios para apoyar la determinación de los límites del territorio del Estado y de los municipios.
e) Integrar la información catastral del Estado.
 f) Elaborar y mantener actualizada la cartografía del Estado. 
g) Solicitar a las dependencias y entidades estatales y municipales, los datos, documentos o informes que sean necesarios para integrar y actualizar el padrón catastral estatal. 
h) Prestar el servicio como valuador en los dictámenes sobre el valor comercial de inmuebles que sean necesarios en todo tipo de contratos y en juicios civiles, penales, laborales, administrativos y fiscales, incluyendo diligencias de apeo y deslinde, salvo cuando se trate de régimen condominal. Asimismo intervenir en los demás dictámenes periciales que sobre inmuebles deban practicarse y rendirse ante ella, tomando siempre en consideración el valor catastral que en cada caso determinen los ayuntamientos.
 i) Asesorar a los ayuntamientos y a las autoridades fiscales del Estado cuando así lo soliciten y según corresponda, sobre la instrumentación de los mecanismos técnicos inherentes a la aplicación, en su caso, de las contribuciones de mejoras.
 IX. Implementar el Sistema Estatal de Información Estadística y Geográfica; 
X. Representar al Instituto, en toda clase de actos jurídicos, con todas las facultades generales y especiales, que requieran cláusula especial, que correspondan a un apoderado general para: actos de administración, pleitos y cobranzas, pleitos y cobranzas y actos de administración en materia laboral individual y colectiva, actos cambiarios y actos de dominio limitado exclusivamente a bienes muebles. No obstante lo anterior, en los casos en que por la realización de los actos jurídicos, el Instituto ha de contraer deuda, el Director General deberá contar con autorización de la Junta Directiva. En todos los casos, para realizar actos de dominio sobre bienes inmuebles, el Director General se sujetará al acuerdo previo de la Junta, en el que se especificarán los términos en que deberá celebrarse el acto jurídico que corresponda. Así mismo, podrá otorgar, delegar, sustituir y revocar poderes para pleitos y cobranzas, en general, y para actos de administración en materia laboral y colectiva, sin que por ello se considere sustituido o restringido en sus poderes; 
XI. Proponer, a la Junta, el Programa Operativo Anual; 
XII. Proponer, a la Junta el Plan Institucional de Largo Plazo; 
XIII. Formular los proyectos de presupuesto de ingresos y egresos del Instituto, y proponerlos, para su consideración, a la Junta Directiva; 
XIV. Informar sobre el ejercicio financiero y administrativo del periodo anual anterior, a la Junta, en la primera sesión ordinaria del año posterior al que refiera el informe. El Director General deberá poner a disposición de la Junta, desde el mes de abril de cada año posterior al que se hubiere ejercido, los informes referidos y sus anexos, así como cualquiera de los expedientes administrativos que requieran, para que pueda realizar los trabajos de evaluación de la gestión; 
XV. Rendir informes especiales a la Junta Directiva; 
XVI. Proponer las cuotas, precios y tarifas de los servicios que preste el Instituto, para que, por conducto del Ejecutivo del Estado, se solicite al Congreso su inclusión en las leyes respectivas; 
XVII. Proponer el precio de los bienes que genere el Instituto, para su venta al público en general; 
XVIII. Por sí o por medio de las estructuras administrativas de apoyo con que cuente: fiscalizar, determinar, liquidar, cobrar y administrar las contribuciones y demás créditos fiscales, civiles o comerciales a favor del Instituto, procediendo, en el caso de los que sean de naturaleza fiscal, inclusive a ejercitar la facultad económico coactiva, de ser necesario;
XIX. Formular iniciativa de propuesta de normatividad, en las materias de competencia del Instituto, a fin de que sea discutida y, en su caso, aprobada por la Junta y, en este caso, se envíe como propuesta al Ejecutivo del Estado, para su expedición; 
X. Asistir y participar en las sesiones de la Junta Directiva y, en su caso, del Consejo Consultivo en los términos que establezca el Reglamento Interior del Instituto; 
XXI. Ejecutar los acuerdos y disposiciones de la Junta proveyendo, en la esfera administrativa, lo necesario, a su exacta observancia;
XXII. Tramitar y resolver los recursos administrativos que se interpongan en contra de los actos administrativos que realicen las estructuras administrativas de apoyo a la Dirección General del Instituto; 
XXIII. Tramitar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa iniciados en contra de los titulares de las distintas estructuras administrativas que lo apoyen. 
XXIV. Determinar, calificar e imponer las sanciones que procedan, por infracciones a las disposiciones administrativas y fiscales relacionadas con el objeto del Instituto, y 
XXV. Las demás que le atribuyan otras disposiciones legales.
Por otro lado, como bien se lo hizo ver la demandada en el acto impugnado, debe respetarse el derecho de audiencia del primer embargante, por así establecerlo el artículo 14 Constitucional, ya que de llevarse a cabo la cancelación peticionada, se estaría quebrantando el principio de consentimiento, por lo que para proceder a cualquier modificación  o cancelación de los asientos registrales, se requiere el consentimiento de dicho titular registral y sus causahabientes, pues inclusive, en el supuesto de un procedimiento judicial en el que se pretenda conseguir los resultados anteriores, debe oírse al titular del derecho registrado.

Lo anterior es así ya que aún y cuando la mencionada Ley del Registro Público no señale un procedimiento para llevar a cabo la cancelación de un primer embargo, lo cierto es que para purgar ese vicio el registrador está en aptitud de instrumentar un procedimiento idóneo, para respetar dicha garantía, mediante la aplicación directa del aludido precepto constitucional, el cual deberá contener como elementos indispensables, la comunicación fehaciente y completa de la causa por la que se pretende cancelar la anotación, así como  otorgar un breve plazo para que el beneficiario de la anotación registral fije su posición al respecto, aporte las pruebas adecuadas e idóneas para acreditar los hechos o situaciones que pudieran evitar la cancelación y formular ahí mismo las alegaciones conducentes, ya que de no ser así se estarían violentado sus garantías constitucionales.    

Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios con los rubros:
  

“ANOTACIONES REGISTRALES PREVENTIVAS. LA NORMATIVA DE SU CANCELACIÓN OMITE LA AUDIENCIA PREVIA, PERO EL REGISTRADOR PUEDE INSTRUMENTARLA.

Las anotaciones preventivas hechas en el Registro Público de la Propiedad originan la constitución de algunos derechos subjetivos, de los que el titular se ve privado con la cancelación. Sin embargo, el artículo 3035 del Código Civil para el Distrito Federal autoriza tal cancelación, sin prever en él o en otras disposiciones, un procedimiento de audiencia previa para los beneficiarios, por lo cual el enunciado legal es contrario al artículo 14 constitucional. No obstante, para purgar ese vicio, no es indispensable un acto legislativo, sino que el registrador está en aptitud de instrumentar un procedimiento idóneo, para respetar dicha garantía, mediante la aplicación directa del imperativo constitucional, el cual deberá contener, como elementos indispensables, la comunicación fehaciente y completa de la causa por la que se pretende cancelar la anotación, y otorgar brevísimo plazo para que el beneficiario de la anotación registral fije su posición al respecto, aporte las pruebas adecuadas e idóneas para acreditar los escasos hechos o situaciones que pudieran evitar la cancelación, y formular allí mismo las alegaciones conducentes. Al respecto, conforme al artículo 3035 del Código Civil para el Distrito Federal, el afectado con la posible caducidad del asiento preventivo, sólo podría aducir: 1) que la ley le da al caso un tratamiento diferente; 2) que aún no han transcurrido los tres años previstos para la caducidad de la anotación preventiva; 3) que el beneficiario con la anotación solicitó la prórroga oportunamente; y 4) si se actúa a solicitud de alguien, que hace la petición carece de interés para hacerla. Para acreditar esos hechos, el afectado requerirá ordinariamente pruebas documentales recabables de manera sencilla y práctica, pues el Registro Público de la Propiedad tendría que demostrar que ya transcurrieron tres años, desde la inscripción hasta la solicitud de cancelación, y que la solicitante tiene interés suficiente para realizarla, y el afectado tendría que demostrar que existe un supuesto normativo que le da un tratamiento diverso a la cancelación, o bien, que solicitó la prórroga antes de que venciera el plazo. Por tanto, el procedimiento que deberá sustanciarse podrá colmar las formalidades constitucionales del procedimiento, si una vez que, a juicio del Registro Público, se estima generada la caducidad de la anotación preventiva, o ante la presentación de la solicitud de cancelación, se da vista al titular del derecho registral, para que, verbigracia, en tres días manifieste lo que a su derecho convenga y, en su caso, exhiba las pruebas correspondientes, y una vez transcurrido ese término, el Registro Público de la Propiedad resuelva de inmediato lo conducente. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”
“CANCELACIÓN DE LA INSCRIPCIÓN DE UNA HIPOTECA EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. LOS ARTÍCULOS 2531, FRACCIÓN III, 2535, 2536-A Y 2536-B DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, AL PERMITIRLA POR CADUCIDAD, SIN DAR INTERVENCIÓN AL TITULAR DEL DERECHO INSCRITO PARA QUE MANIFIESTE LO QUE A SU INTERÉS CONVENGA, TRANSGREDEN EL DERECHO FUNDAMENTAL DE AUDIENCIA.

En términos de los artículos 2531, fracción III, 2535, 2536-A y 2536-B del Código Civil para el Estado de Guanajuato, la cancelación de las inscripciones de hipotecas puede hacerse, entre otros supuestos, por caducidad. Dicha figura jurídica opera por el simple transcurso del tiempo y el registrador puede hacer la cancelación de oficio, a petición de parte o de terceros. De acuerdo con lo anterior, el referido ordenamiento permite la cancelación de la inscripción sin otorgar intervención al interesado en su subsistencia, esto es, autoriza afectar el derecho registrado a favor de determinada persona, sin que el titular tenga la oportunidad de intervenir en el trámite de cancelación. Por tanto, los numerales citados transgreden el derecho fundamental de audiencia, al no prever la posibilidad de que, previo a cancelar por caducidad el asiento registral, el titular del derecho inscrito manifieste lo que a su interés convenga, en su caso, ofreciendo las pruebas con las cuales pueda demostrar que no operó esa figura jurídica, o bien, que el plazo se interrumpió o suspendió.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.”

En otro de sus agravios, dice que lo aducido por la demandada en el sentido de que debe promoverse el juicio extraordinario civil ante la autoridad judicial competente, porque el embargo está vinculado con la declaración de un derecho real, dicho argumento parte de un equívoco, toda vez que el registro del embargo es declarativo de un derecho personal pero no genera derecho real alguno a favor del ejecutante.

Que sobre la base de que el registro de embargo solo tiene efectos  publicitarios, incluso, así lo reconoció la demandada, es claro que sí tiene facultades para iniciar un procedimiento de cancelación del referido asiento registral por ubicarse dentro de la competencia de esa autoridad administrativa, sin que al respecto sea necesario promover el juicio extraordinario civil a que hace referencia. 


Es infundado el agravio en mención, ya que si bien es cierto el registro del embargo es declarativo de un derecho personal, no menos cierto lo es que esa declaración del derecho proviene de una autoridad judicial como acertadamente lo señala el actor.

Precisamente para no afectar los derechos del embargante y del embargado, si es que el actor dice tener un interés como así lo ha hecho de manifiesto a lo largo de esta resolución, la vía para que proceda la solicitud de cancelación del primer embargo del bien inmueble a que se ha hecho referencia, es precisamente acudir ante la autoridad judicial, tal y como así se lo dejó ver la demandada en el Punto Resolutivo Segundo del acto que se impugna, en el sentido de que:

 “…no ha lugar a acordar de conformidad con lo solicitado, en razón de que deberá hacer valer sus acciones ante la autoridad competente (toda vez que están vinculadas con la declaración de un derecho real cuyo conocimiento compete a las Autoridades del Ramo Civil, a efecto de que sus peticiones sean ejecutadas conforme a derecho” (F 15 VUELTA).

     Lo anterior es así puesto que cuando exista controversia respecto a la inscripción de un derecho en el Registro Público de la Propiedad, sólo por orden de una autoridad jurisdiccional puede cancelarse, ya que las inscripciones están vinculadas con la declaración de un derecho real cuyo reconocimiento judicial compete a las autoridades del ramo, según el artículo 1059 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, entonces,  es evidente que quien pretenda su cancelación, debe agotar el juicio correspondiente, sirviendo de apoyo a lo anterior y por analogía el siguiente criterio que dice: 

“REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD, INSCRIPCIONES EN EL. EL JUICIO DE AMPARO NO ES LA VÍA LEGAL ADECUADA PARA OBTENER SU CANCELACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN).

El artículo 2854 del Código Civil dispone que las inscripciones hechas en el Registro Público de la Propiedad, pueden cancelarse por consentimiento de las partes o por decisión judicial; de lo que se deduce que fuera del caso en que la cancelación de una inscripción registral se haga por consentimiento de las partes, para realizarla válidamente, es necesario oír a los interesados, o sea, que cuando exista controversia respecto a la inscripción de un derecho en el Registro Público de la Propiedad, sólo por orden de una autoridad jurisdiccional puede cancelarse. Ahora bien, como las inscripciones están vinculadas con la declaración de un derecho real cuyo reconocimiento judicial compete a las autoridades del ramo, según el artículo 1o. del Código de Procedimientos Civiles, es evidente que quien pretenda su cancelación debe agotar el juicio correspondiente, previo al ejercicio de la acción constitucional, pues de no hacerlo así, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.”
Por último, invoca el principio de convencionalidad ex oficio o control de convencionalidad que se define como el que todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar por los derechos humanos contenidos en la Constitución, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce como principio pro-persona, es decir elegir la norma que tutele mejor los intereses protegidos, refiriéndose a los artículos 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro del Estado para que se interprete a su favor y se cancele el primer embargo, sin que se conculque el derecho de audiencia del ejecutante, sin que se lleve a cabo la acción civil, ya que dice la cancelación del embargo, es un acto administrativo que se ubica dentro de la facultad de la que goza la demandada para efectuar la cancelación.
Es infundado el relatado argumento en la forma en que fue propuesto por el demandante, pues el principio pro persona que refiere, es aplicable siempre y cuando se hayan afectado sus derechos fundamentales en forma directa, además de ser titular de un derecho subjetivo, que no es el caso.

Además, como ha quedado debidamente señalado en esta resolución, los artículos 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, no son aplicables al actor porque no logró acreditar ser parte interesada, de acuerdo a lo que ha quedado señalado en esta resolución.

 En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que los Conceptos de Impugnación resultaron infundados en parte e inoperantes por otra, por los motivos y razones que han quedado señalados en esta resolución, el acto que se combate es declarado como Legal y Válido. 

Con todo lo anteriormente señalado, se concluye que la autoridad demandada, sí cumplió con todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios  de San Luis Potosí,  en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, encontrando que el acto que se combate, se encuentra debidamente fundado y motivado conforme a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, de lo que se tiene entonces la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto que se combate.  

En cuanto a las pretensiones señaladas por el demandante, las mismas resultan improcedentes, ya que para su procedencia se hacía necesario haber declarado la nulidad del acto que se combate, sin que en el presente casi así haya sucedido. 

En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor, debiendo hacerlo a las autoridades demandadas por medio de oficio con copia certificada de la presente resolución.

  

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� Época: Décima Época, Registro: 2020398, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 69, Agosto de 2019, Tomo IV, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: III.6o.A.10 A (10a.), Página: 4481.


� Época: Décima Época, Registro: 2005956, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 4, Marzo de 2014, Tomo II, Materia(s): Constitucional, Civil, Tesis: I.4o.C.28 C (10a.), Página: 1592.


 


Época: Décima Época, Registro: 2004162, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 3, Materia(s): Constitucional, Común, Tesis: XVI.1o.A.T.15 K (10a.), Página: 1607.


� Época: Novena Época, Registro: 190803, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, Diciembre de 2000, Materia(s): Civil, Tesis: XI.2o.96 C, Página: 1423.





